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             A C U E R D O
En la ciudad de La Plata, a 23 de abril de 2008, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Hitters, Kogan, Soria, Genoud, de Lázzari, Negri, Pettigiani, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa P. 87.253, "A. , Á.R. . Recurso de casación".

A N T E C E D E N T E S

La Sala Segunda del Tribunal de Casación Penal de la Provincia de Buenos Aires resolvió rechazar el recurso de casación interpuesto contra la sentencia dictada por el Tribunal en lo Criminal nº 1 de San Nicolás que condenó a Á. R. A. a la pena de catorce años de prisión, accesorias legales y costas como autor responsable del delito de homicidio simple.

El señor defensor particular del procesado interpuso recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley, que fue declarado admisible por esta Corte a fs. 151.

Oído el señor Subprocurador General, dictada la providencia de autos y hallándose la causa en estado de pronunciar sentencia, la Suprema Corte decidió plantear y votar la siguiente 

C U E S T I O N

¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley interpuesto?

V O T A C I O N

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Hitters dijo:

1.‑ El Tribunal de Casación rechazó el planteo de la defensa según el cual el órgano jurisdiccional de origen habría incurrido en un defecto grave en la forma esencial de la sentencia puesto que impuso una pena de catorce años de prisión, superando de ese modo la de doce años de la misma especie pedida por la fiscalía al acusar.

1.1. El a quo tomó en cuenta que "La prohibición de sentencia 'ultra petita', que en el derecho civil se funda en la naturaleza eminentemente particular de los intereses en juego (arts. 34 inc. 4 y 163 inc. 3 del C.P.C.C.), no podría extenderse sin mas al ámbito penal en cuanto éste involucra cuestiones de orden público..." y que "... una vez ejercida la acción penal corresponde al juzgador la adopción de la calificación legal y, en el marco de los arts. 40 y 41 del C.P., de la pena que estime pertinente sin que, fuera de los casos del juicio abreviado ‑art. 399 del C.P.P.‑ exista al respecto límite formal alguno..." (fs. 123 vta.). Señaló que "... no corresponde la sujeción del Tribunal a la pena fiscal..." y que "No es conveniente entonces, abarcar en el concepto de sistema acusatorio todo lo que pudiera corresponder en un proceso donde rija el principio dispositivo, tal como en el derecho civil o en el acusatorio privado o puro..." (fs. 124), con todo lo cual rechazó el agravio.

1.2. El defensor impugna tal decisión alegando la violación de los arts. 18 y 75 inc. 22 de la Constitución nacional y en consecuencia la de los arts. 40 y 41 del Código Penal e invocando los arts. 432, 449 inc. 5 y 368 del Código Procesal Penal y los arts. 2 y 15 de la ley 12.061 (del Ministerio Público).

A su juicio el fallo atacado transgrede tales normas "... en cuanto se aparta sin sustento del juicio acusatorio constitucionalmente consagrado y excede la jurisdicción, al desconocer lo acordado por las partes" (fs. 145).

Cuando alude a un acuerdo de partes el quejoso se refiere a la circunstancia de que al celebrarse ante la instancia de casación la audiencia prevista por el art. 456 del Código Procesal Penal, el Fiscal Adjunto ante el Tribunal coincidió con el reclamo de la defensa "... en lo relativo al monto de pena escogido por el a quo, toda vez que se apartó de lo solicitado por el Fiscal, violándose la Defensa en juicio ...". En dicha audiencia el Fiscal señaló que el pedido de pena formulado por el particular damnificado (quince años de prisión) "... no permite modificar lo solicitado por el Fiscal, conforme lo normado en el art. 368 del C.P.P.". Por consiguiente demandó que se impusiera una pena que no superara los doce años de prisión requeridos en su momento por la fiscalía (fs. 120).

Agrega la defensa que el "modelo específico de enjuiciamiento de neto corte acusatorio" emerge "de la normativa respecto del establecimiento del juicio por jurados (art. 75 inciso 12 y 118 de la Constitución Nacional) como de la concepción del órgano jurisdiccional como tercero imparcial (arts. 18 y 59 de la Constitución nacional)" (fs. 146); según el cual "La actuación del tribunal para decidir y los límites de su decisión, están condicionados al contenido del reclamo del acusador" (fs. 146).

En lo que aquí interesa, expresa que decidir "en un sentido distinto a lo acordado por las partes, implicaría un exceso de jurisdicción, absorbiendo en consecuencia, el órgano jurisdiccional la función requirente" (fs. 146 último párrafo).

Agrega que el órgano decisor debe respetar la voluntad del requirente en cuanto al contenido de la pretensión (en el caso que se aplique al imputado de autos pena que no supere los 12 años de prisión). Sin embargo ‑añade‑ "el tribunal a quo, no la aplicó rebasando[la]" en un claro desplazamiento del Ministerio Público Fiscal como titular de la acción pública y resignando su condición de tercero imparcial, violó esta última (art. 18, C.N.).

Amén de las normas constitucionales denunciadas, en sustento de su postura también invoca lo relativo a la estructura jerárquica del Ministerio Público Fiscal (art. 2, ley 12.061) las facultades del Fiscal de Casación (art. 15, ley 12.061) en el trámite de los recursos, y la posibilidad de éste de desistir de los interpuestos por sus inferiores (art. 432, C.P.P.), como asimismo la facultad de desistimiento de la acusación que resulta vinculante para el órgano jurisdiccional (art. 368, C.P.P.).

De ello se sigue, concluye, la violación a los arts. 40 y 41 del Código Penal en tanto el monto de pena establecido devendría excesivo y arbitrario.

1.3. Pero tal reclamo de que, con base en el art. 18 de la Constitución nacional se declare vulnerado el principio del juez imparcial por desoír el denominado "acuerdo" de partes que surgiría del acta que documenta la audiencia de informe oral (fs. 120), no puede prosperar.

Pretende el defensor que la coincidencia puesta de manifiesto en tal oportunidad entre la fiscalía y la defensa ‑acerca de que la pena a imponer por el tribunal de juicio no podía superar la pedida en la acusación‑ obligaba, a su vez, al Tribunal de Casación a imponer una que no excediera dicho tope. Haber desconocido tal coincidencia evidenciaría ‑para la defensa‑ un exceso en la jurisdicción y la falta de imparcialidad del órgano de casación.

Sin embargo, el quejoso no postula ningún concepto de "juez imparcial" con el cual confrontar la situación de autos y demostrar así que el a quo incurrió en falta de neutralidad, parcialidad, interés o prejuicio al no considerarse constreñido por la conformidad prestada por el fiscal a la pretensión de la otra parte. 

La circunstancia de que el Tribunal de Casación no asignara consecuencias jurídicas a tal conformidad ‑de la que tomó debida cuenta al reseñar los antecedentes del caso a fs. 123‑ no es suficiente para evidenciar la violación de la garantía supralegal invocada (doct. art. 451 del C.P.P.).

Por lo demás, el efecto que pretende no se encuentra previsto en la ley, la que por el contrario, sí lo contempla específicamente para uno de los procedimientos especiales que no es el que fue aplicado en estos autos (art. 399 del C.P.P.).

El sistema acusatorio consagrado por la ley 11.922 ‑y sus modificatorias‑ no tiene el alcance que el impugnante le asigna pues la restricción a la facultad de los jueces en la individualización de la pena, derivada del monto acordado por las partes, sólo está impuesta para el juicio abreviado de modo que no cabe darle la extensión de una regla general que incluya también a todo otro juicio (art. 399 del C.P.P.). 

La invocación que efectúa el impugnante de las normas que regulan el funcionamiento y potestades del Ministerio Público no es idónea para demostrar que una disposición legal referida a un caso en particular deba ser leída como de alcance general.

Además, el art. 374 anteúltimo párrafo del Código procesal expresa que el tribunal no podrá apartarse del hecho contenido en la acusación o sus ampliaciones, pero no contiene una manda semejante para la pena.

En suma, el sistema establecido en nuestro derecho positivo no asigna a la fiscalía como facultad que le sea propia la de establecer el monto máximo de la pena a imponer al acusado y no se advierte en esto una acumulación de funciones por parte de la jurisdicción que afecte el principio acusatorio.

En cuanto a la imparcialidad del juzgador, que el defensor ha considerado afectada por la imposición de una pena mayor a la pedida, entiendo que se trata de una afirmación dogmática pues no se ha puesto en evidencia que el tribunal actuara, como dije antes, con falta de neutralidad, prejuicios o interés personal.

De todo lo cual resulta que la denuncia de infracción de los arts. 40 y 41 del Código Penal ha quedado sin sustento.

2.‑ Finalmente en relación a la falta de acreditación del animus necandi llevó al tribunal a quo a una errónea aplicación del art. 79 del Código Penal cuando debería haber encuadrado el hecho en el art. 81 inc. 1º apartado "b" (homicidio preterintencional). Agrega que se ha alterado "un juicio lógico y adecuado a dictámenes científicos, ya que de las constancias obrantes en la causa, se encuentra acreditado que [el procesado] no tuvo intención de cometer el delito de homicidio".

El tribunal a quo estableció ‑validando lo resuelto por el tribunal de juicio‑ que en el caso hubo dolo directo, esto es, que "la conducta de A. estuvo dirigida intencionadamente a producir la muerte de C. G. " (fs. 128).

Las consideraciones que efectúa el impugnante, si bien se sustentan en la transgresión de normas sustantivas, en rigor tienden a cuestionar lo resuelto en la faz probatoria, y ello resulta excluido de la competencia de este Tribunal a tenor de lo estatuido por el art. 494 del Código Procesal Penal (P. 76.600, sent. del 13-III-2002; P. 77.235, sent. del 12-XI-2003; entre otras).

Voto por la negativa. 

A la cuestión planteada, la señora Jueza doctora Kogan dijo:

1. Entiendo que el agravio de la recurrente se ha ceñido a atacar la sentencia del Tribunal de Casación, por haber desconocido "lo acordado por las partes". Ello, a juicio de la impugnante, implicó la violación del juicio acusatorio consagrado en la Constitución nacional por exceso en la jurisdicción (cf. fs. 145 vta.). En particular, consideró que como consecuencia de la estructura jerárquica del Ministerio Público (art. 2, ley 12.061), las facultades del fiscal de casación de desistir de los recursos interpuestos por sus inferiores (art. 432, C.P.P.), de la obligación del órgano jurisdiccional de absolver al acusado en caso de desistimiento de la acusación (art. 368, C.P.P.) y de las consideraciones acerca del diseño procesal constitucional, el tribunal casatorio vulneró la garantía del tercero imparcial.

2. Estimo que la impugnación no puede progresar por insuficiente. Los argumentos proporcionados para demostrar que la decisión que no ha atendido a las manifestaciones del fiscal implicó un exceso jurisdiccional violatorio de la imparcialidad no han logrado patentizar la infracción denunciada. 

Si bien la defensa introdujo consideraciones atinentes a diversas potestades del Ministerio Público y funciones de la jurisdicción, no ha desarrollado razones que demuestren porqué el no haber otorgado alguna consecuencia jurídica a la opinión del fiscal de casación en oportunidad de la audiencia prevista por el art. 458 del Código Procesal Penal importaba la infracción a la garantía del tercero imparcial, cuyo alcance y contenido no precisó, a la luz de la normativa procesal que regula el trámite pertinente y que no contiene en forma expresa la veda que le atribuye (art. 495, C.P.P.).

Adviértase por último, que frente a la argumentación del tribunal recurrido que ‑aunque escueta‑ refirió a la relación entre el sistema acusatorio y el principio dispositivo, la defensa ha silenciado toda crítica, ni mucho menos, ha delineado alguna distinción en cuanto a la aplicación de aquel principio en las distintas etapas del procedimiento penal (art. 495, C.P.P.). 

Con este alcance, voto por la negativa.

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Soria dijo:

1. Estimo, al igual que la doctora Kogan, que ante esta instancia extraordinaria el reclamo del recurrente se ha ceñido a controvertir la sentencia del tribunal a quo en cuanto ha desconocido "lo acordado por las partes" en oportunidad de la audiencia prevista en el art. 458 del Código Procesal Penal (ley 11.922 y sus modif.), criticando de ese modo la actividad del órgano casatorio en el marco del trámite del recurso ante él deducido, sin quedar, en rigor, sujeta la impugnación a la confirmación que éste hiciera respecto del proceder del tribunal de mérito en la imposición de la pena.

Coincido pues en la insuficiencia señalada por la distinguida colega a efectos de propiciar el rechazo del planteo, con el alcance dado en el punto 2 de su voto (doct. art. 495, C.P.P. cit.).

2. Los planteos vinculados a la supuesta infracción del art. 79 del Código Penal y la inobservancia del art. 81 inc. 1º apartado "b" (homicidio preterintencional) que, en su opinión, debió regir el suceso, tal como lo señala el Juez Hitters, no pueden ser atendidos. 

Más allá de las disposiciones del Código sustantivo que trae el recurrente en apoyo del reclamo, en verdad pretende cuestionar lo resuelto por el tribunal en la faz probatoria respecto de uno de los elementos de la imputación al haber tenido por acreditado dolo directo en el obrar de A. (tras concluir que su conducta "estuvo dirigida intencionalmente a producir la muerte de C. G. "; fs. 128). 

Es sabido que el acotado ámbito competencial de esta Corte se encuentra circunscripto a los motivos casatorios identificados en el art. 494 del Código Procesal Penal; en virtud de ello le está vedado al tribunal descender a la exposición, representación o valoración de los hechos que hubieran realizado los jueces de mérito. Pues, si bien una incorrecta apreciación de los aspectos fácticos de la sentencia puede conllevar a una aplicación errónea de la ley sustantiva, en especial, respecto de la exactitud de la subsunción legal, no le corresponde a esta Corte ‑salvo los casos de absurdo claramente alegados y demostrados‑ revisar esa temática (cf. doct. P. 92.219, sent. de 12-VII-2006; entre muchas otras). 

En consecuencia, voto por la negativa. 

Los señores jueces doctores Genoud y de Lázzari, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Hitters, votaron la cuestión planteada también por la negativa.

El señor Juez doctor Negri, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Soria, votó la cuestión planteada también por la negativa.

El señor Juez doctor Pettigiani, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Hitters, votó la cuestión planteada también por la negativa.

Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A

Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, de conformidad con lo dictaminado por el señor Subprocurador General, se resuelve ‑por mayoría de fundamentos‑ rechazar el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley interpuesto, con costas (art. 496, C.P.P.).

Regúlense los honorarios profesionales del doctor Andrés Vitali en la suma de … pesos, por los trabajos realizados ante esta instancia (art. 31, dec. ley 8904/1977), con más el 10% de la ley 10.268.

Regístrese, notifíquese y devuélvase. 
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